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Introducción

			Gloria Quiroga

			La historia de la industria del petróleo en España en los últimos cien años muestra una trayectoria apasionante, a pesar de, o quizá debido a, la inexistencia de reservas petrolíferas en nuestro país. España no es país de petróleo, como tampoco lo es de carbón, cuyas reservas además de limitadas son de mala calidad. Esta escasez de fuentes energéticas fósiles fue argüida como causa del atraso económico del país que explicaría la divergencia de España con otros países durante la primera y segunda revolución industrial. Es cierto que los países pioneros en el desarrollo económico, como Inglaterra, Estados Unidos o Alemania, sí que contaron con excelentes reservas de carbón o petróleo; sin embargo, la experiencia histórica ha demostrado que muchos otros países sin disponibilidades energéticas se desarrollaron económicamente. Tal es el caso de Suiza o Japón, que encontraron en el comercio internacional la clave para cubrir sus necesidades energéticas y fueron moldeando sus instituciones para mejorar su abastecimiento en un contexto de creciente aumento del consumo de energía y especialmente, a partir de 1900, de petróleo.

			Aunque el petróleo se conocía desde tiempos bíblicos, es cierto que la industria petrolera moderna tiene su origen en 1859, cuando se construyó el primer pozo para extraer petróleo del subsuelo. Fue en Pensilvania y a partir de este momento, se desató la “fiebre por el oro negro” que ha continuado hasta nuestros días. El descubrimiento de nuevos usos de este material cambiaría la historia de la humanidad. Si en un principio se destinó a iluminación, con la llegada de la Segunda Revolución Industrial y la aparición de innovaciones como el motor de explosión, el petróleo se convirtió en el principal combustible energético —aunque su utilidad va mucho más allá: plásticos, fertilizantes, colorantes…—; su consumo masivo es un impulsor para el desarrollo económico y su explotación es sinónimo de riqueza y ostentación. El apellido Rockefeller ha quedado grabado en el imaginario colectivo como la reencarnación de la diosa Fortuna en la edad contemporánea porque el fundador de la saga, John D., llegó a convertirse a finales del siglo XIX en uno de los hombres más ricos del mundo, amén de odiados, al crear una gran empresa, la Standard Oil, que consiguió controlar prácticamente en régimen de monopolio el refino y distribución del petróleo (dejando de lado la fase de exploración y producción) no solo en Estados Unidos, sino también a nivel internacional. Esta posición la obtuvo recurriendo a prácticas, cuando menos, censurables: manipulando precios, haciendo dumping para arruinar a competidores o pactos secretos con estos para repartirse la cuota de mercado… Hasta que el peso de la ley, en este caso la antimonopolística ley Sherman de 1890, cayó sobre su empresa, obligándole a trocearla en compañías como Socony-Mobil, Socal-Chevron, Amoco, y la más grande, que mantuvo el nombre hasta que se convirtió en Exxon y que se especializó en mercados extranjeros, donde iba a tener que “enfrentarse” a la otra grande del momento, la Royal Dutch-Shell, fruto de la fusión de una empresa inglesa y otra holandesa y donde destacaría una figura cuyos tentáculos llegaron hasta España, Henri Deterding, a quien Calvo Sotelo definió como “el Napoléon del petróleo, escueto y sajón” (1974: 141). 

			A estas dos compañías, con el descubrimiento de nuevos yacimientos, se les fueron sumando otras que acabarían rivalizando con ellas y rompiendo el monopolio: Gulf Oil y Texaco en Estados Unidos; en Oriente Medio, la Anglo-Persian Oil Company, que acabaría llamándose British Petroleum y de la que el Gobierno británico se convirtió en socio en 1914, argumentando que, como Inglaterra no tenía petróleo, necesitaba una empresa estatal que controlara yacimientos, idea que sería copiada por José Calvo Sotelo cuando puso en marcha el monopolio, o la Turkish Petroleum Company, en la que el Gobierno francés acabó también teniendo parte; en Rusia, sus grandes reservas de petróleo fueron puestas en explotación por otros grandes apellidos de la historia empresarial, Nobel y Rothschild. Pero tras el estallido de la Revolución rusa, el gobierno nacionalizó toda la industria, creando en 1922 la sociedad Sovneft, que también desempeñaría un papel destacado en España; y en Latinoamérica, se descubrieron reservas importantes en Venezuela, petróleo que también sería relevante para España, y en México, donde, en 1938, el presidente Lázaro Cárdenas nacionalizó la industria,

			Todo este auge en la creación de compañías petrolíferas, junto a la aparición de nuevos yacimientos y las mejoras tecnológicas tanto en la extracción (como la broca rotatoria para excavar en el suelo que sustituyó al método de Drake de perforación con herramienta de cable que levantaba y dejaba caer una broca en el pozo) como en el refino (la técnica del fraccionamiento1) hicieron que durante los años veinte y treinta del sigloXX, la oferta de petróleo fuera superior a la demanda y que, por tanto, los precios disminuyeran: entre 1920 y 1935 el precio del crudo disminuyó en un 40% y el de la gasolina en un 60% (Tortella et al., 2003: 31). Obviamente, la peor parte se la llevaron las compañías del sector que veían cómo sus beneficios se reducían y amenazaban con llevarlas a la ruina. Y este fue, junto con la tendencia a la estatalización en varios países del negocio petrolífero, lo que llevó a las grandes compañías a firmar en 1928 un pacto de cártel, que se conoce como el Acuerdo de Achnacarry, y en el que quedaban establecidas las cuotas de mercado y los precios de venta de las compañías y puso fin a la etapa de dura competencia que se había dado durante las primeras décadas del sigloXX.

			¿A qué se debe esta alta volatilidad en su precio y la tendencia a crear grandes corporaciones? En gran parte a las peculiaridades de su industria. Esta tiene unas barreras de entrada muy grandes, ya que se requieren enormes inversiones para la exploración, explotación y refino, que solo se justifican si hay una gran demanda. Decidida la inversión, se produce una aumento del volumen de producción que provoca un descenso de los precios, que a su vez estimula más aún el consumo, hasta que este vuelve a subir a un punto que vuelve a hacer rentable una nueva inversión. Y dados estos enormes costes fijos, la industria petrolera en todas o en alguna de sus tres grandes fases, el upstream o exploración y explotación y producción, el midstream o transporte y almacenamiento al por mayor y el downstream, o refino, distribución y venta, es proclive a crear grandes compañías, que tienden a llevar a cabo fusiones para acrecentar aún más su tamaño y para estar presentes en las tres etapas.

			En 1900, el consumo de petróleo en España era prácticamente testimonial, como así nos muestran los datos de importación (dado que en España no se producía petróleo). Sin embargo, su consumo experimentó un gran crecimiento en los siguientes treinta años, pasando la cantidad importada a multiplicarse por más de veinte, de poco más de 40.000Tm en 1900 a casi 900.000 en 1935 (Tortella, 1990: 95), aumento acorde con la etapa de desarrollo económico que vivió nuestro país durante el primer tercio del sigloXX. Durante estos años, el petróleo empezó a ejercer el papel de protagonista en el escenario energético mundial y, en este contexto, comienzan las primeras iniciativas de la industria petrolífera en España, ligadas en esta primera etapa a la iniciativa privada. Por un lado, el desembarco de las grandes multinacionales: el Grupo Standard Oil con su filial Vacuum Oil o en colaboración con las españolas Compraflet y Babel y Nervión, y Royal Dutch-Shell, a través de la Sociedad Petrolífera Española; y por otro, las iniciativas nacionales, guiadas por figuras empresariales tan notables, a la vez que controvertidas, como Juan March y Horacio Echevarrieta, cuyas trayectorias en este sector aparecen recogidas en sendos capítulos y cuyas iniciativas tuvieron resultados muy dispares, desde el éxito del mallorquín al rotundo fracaso del vasco, así como una empresa de refino, Sabadell y Henry, en la que empezó trabajando otro de los protagonistas de este libro, Demetrio Carceller.

			Sin embargo, un negocio tan importante y en plena expansión como era la industria petrolera no podía quedar ajeno al control por parte de los Estados, y España no iba a ser una excepción, aunque sí que lo sería en la magnitud del control. El hito más importante en la historia del petróleo de nuestro país tuvo lugar en 1927 y marcaría el devenir de esta industria durante todo el siglo XX. En plena transformación de la dictadura primorriverista, del directorio militar al civil, llegó en 1926 al Ministerio de Hacienda José Calvo Sotelo, y suya fue la idea de instaurar un monopolio fiscal, para aumentar la recaudación y reducir el déficit, sobre un artículo, que en sus propias palabras debía ser “exótico”, encontrándolo en el petróleo. La idea no era novedosa ni exclusiva de nuestro país, ya que otros países de nuestro entorno, como Italia, Francia o Inglaterra, decidieron en fechas similares crear compañías bajo la tutela total o parcial de los Estados para asegurarse el abastecimiento de petróleo. El propio Calvo Sotelo se lamentaba de que en España aún no se había hecho: 

			España no había tenido jamás política petrolífera: nuestros gobernantes no la habían soñado, ni presentido su necesidad. Mientras Inglaterra, siempre alerta, tomaba posición fortísima —un tercio de capital, parece ser, y en la realidad, el control directivo— en una de las más poderosas compañías petrolíferas del mundo, e Italia, siguiendo parecida orientación, fundaba, ya bajo la égida de Mussolini, la Agencia Generale Italiana del Petróleo (AGIP) […] y Francia, menos presurosa por la retardataria traba del mecanismo parlamentario […] llegaba a la creación de una Compañía genuinamente francesa, aportando a ella la participación reservada al vecino país en los yacimientos del Mosul, nosotros, España, permanecíamos indiferentes, cual si no tuviésemos necesidad de petróleos. ¡Y cada día importábamos mayor número de motores Diesel, y nuestra flota, ya mercante, ya de guerra, se construía a base de combustibles líquidos, y el tráfico automovilista demandaba cantidades crecientes de gasolina, y la aviación progresaba vertiginosamente! (1974: 140).

			Y una vez más, la tradición intervencionista del Estado en la economía española se mostró en estado puro con la creación del Monopolio de Petróleos, ya que se decidió que solo una única compañía iba a poder actuar en todo el territorio español, a excepción de las islas Canarias, donde se asentó la iniciativa privada de la mano de Demetrio Carceller y de la empresa creada para tal efecto, CEPSA (Compañía Española de Petróleos, S. A.). Y esto suponía la inmediata expropiación de las instalaciones de las empresas que operaban en España y su salida del mercado, medida que dio lugar a dos consecuencias no deseadas: el boicot por parte de las grandes multinacionales que controlaban la producción de crudo y los interminables litigios que tanto estas como las empresas nacionales presentaron ante los tribunales españoles y europeos. 

			Dado que España no era productora, el monopolio se estableció sobre la importación y la distribución, pero el Estado decidió no controlar su gestión, sino arrendar la administración de este a una empresa privada, CAMPSA (acrónimo de Compañía Arrendataria del Monopolio de Petróleos, S. A.), en la cual el Estado se reservaba el 30% del capital social, en “pago” por crear al monopolio. Sin embargo, como se verá a lo largo de estas páginas, el Estado ejerció un fuerte control sobre la arrendataria, lo que crearía durante su existencia bastantes problemas y choques entre la actuación privada y la injerencia estatal. 

			Pues bien, este férreo monopolio tuvo una larguísima existencia y fue capaz de adaptarse con mayor o menor éxito a las circunstancias económicas por las que atravesó España durante los setenta años que estuvo vigente. Soportó cambios de régimen, una guerra civil, una larga dictadura, la llegada de la democracia, dos crisis mundiales energéticas… y, sin embargo, su desaparición no fue producto de su ineficiencia y obsolescencia, sino de las exigencias impuestas por la Comunidad Económica Europea para el ingreso de nuestro país. 

			Durante su duración, la industria petrolera se vio influenciada por la situación política de cada momento en un contexto de creciente aumento del consumo de este que en los años setenta llegó a suponer más del 70% de la energía consumida en nuestro país y el Estado controló con mayor o menor éxito este monopolio a través del Ministerio de Hacienda, dado que su origen fue una medida recaudatoria. La historia y las relaciones del binomio “P&P”, Política y Petróleo, tan presentes a lo largo de nuestra historia, aparecen recogidas magistralmente en el primer capítulo de este libro. 

			Sin embargo, en el espíritu del decreto fundacional ya estaba presente la idea de crear no solo una única y gran empresa distribuidora y comercializadora, sino también una potente industria petrolera, en lo que a exploración y explotación, capacidad de refino y petroquímica se refiere. Sin embargo, CAMPSA no supo, no pudo o no quiso realizar estas tareas, como sí que hizo CEPSA, aunque en condiciones muy ventajosas como se verá, y por ello, se convirtió en la admiración del propio Calvo Sotelo, que veía en ella todas las cualidades de las que CAMPSA adolecía. 

			Tras el triunfo del bando franquista y la implantación de una política autárquica e intervencionista, la iniciativa pasó al Ministerio de Industria mediante el brazo ejecutor del recién creado Instituto Nacional de Industria (INI). La lucha fratricida por el control del sector entre CAMPSA/INI auspiciada por sus progenitores, los ministerios de Hacienda/Industria, sería continua, afectando de forma muy poco positiva a la política energética del país. El INI sería el encargado de crear las primeras refinerías públicas, así como las industrias petroquímicas, cuya historia se cuenta en un capítulo de este libro, pero pronto chocaría con la dura realidad de que España no contaba ni con la tecnología ni con el capital, tanto físico como humano, para el desarrollo de este tipo de industrias. En consecuencia, a partir de los años cincuenta, se inicia una etapa de flexibilidad en lo que a colaboración con empresas extranjeras se refiere, especialmente norteamericanas, que pudieran aportar tanto su capital como su know how y experiencia para la puesta en marcha de una moderna industria del refino y la petroquímica. Fue el primer paso de apertura que se materializaría en la siguiente década con la creación de un número importante de empresas del sector en las que la iniciativa privada, tanto nacional como extranjera, pasó a tener una papel cada vez más relevante. Sin embargo, la década de los setenta fue una etapa convulsa: dos crisis energéticas mundiales, la de 1973 y la de 1979, que propiciaron un mayor intervencionismo de los estados en la industria petrolífera, a la que se unió, en el caso de España, el fallecimiento de Franco y la llegada de la democracia, que permitiría, diez años después, la entrada en la Comunidad Económica Europea y la adecuación de todo nuestro entramado legislativo al nuevo marco europeo, donde no había cabida para monopolios. Fue el inicio del fin del Monopolio de Petróleos que se consumó, finalmente, y tras un largo proceso, en 1997, cuando el Estado vendió su última participación. 

			Este libro narra la creación, transformación y desaparición del Monopolio de Petróleos a lo largo de su historia y cómo bajo las cenizas de este surgió una empresa moderna y competitiva, REPSOL, que iniciaría un crecimiento y expansión internacional que la permitió situarse en los albores del nuevo milenio entre las grandes petroleras a nivel mundial, aunque en la actualidad haya perdido empuje, pérdida derivada de algunas de sus decisiones estratégicas que no alcanzaron el resultado previsto, así como también de las relaciones que se establecen en ocasiones entre empresas privadas y gobiernos, máxime en un sector estratégico como es el del petróleo, tal y como se verá en el capítulo dedicado a la expansión e internalización de REPSOL desde 1981 hasta la actualidad.

			Pero la historia del petróleo en España es mucho más que CAMPSA y su existencia. En sus orígenes, y como no podía ser de otra manera, estuvieron tres de los mayores, y probablemente más controvertidos, empresarios de nuestro país en la primera mitad del siglo XX: Juan March, Horacio Echevarrieta y Demetrio Carceller, cuyas vidas personales, y sobre todo empresariales, parecen sacadas de un guion cinematográfico. Los tres tuvieron una visión y un espíritu emprendedor muy destacables y compartieron las características que definen al empresario: iniciativa, riesgo y oportunidad (Tortella et al., 2011). Vieron en el incipiente negocio del petróleo en España una oportunidad tremendamente arriesgada de ampliar sus fortunas, aunque con diferente suerte. Mientras dos de ellos llegaron a acumular inmensas fortunas y sus herederos actuales siguen estando entre las listas de los más ricos del país (los March y los Carceller), Echevarrieta acabó arruinado.

			Sus logros y también fracasos empresariales fueron épicos y en los capítulos correspondientes se mezcla la búsqueda y acopio del oro negro con su influencia política tanto en clave nacional (dos de ellos fueron parlamentarios, aunque de signo opuesto, mientras que el tercero llegó a ministro de Industria) como también en la esfera internacional. Sus inclinaciones germanófilas o aliadófilas en las dos guerras mundiales y republicanas o nacionales durante la Guerra Civil constituyen una apasionante historia en la que se entremezclan el espionaje, las traiciones y el deseo tanto de favorecer a un bando como de perjudicar al contrario con la obtención de una materia prima que se había convertido en imprescindible para el desarrollo económico y el acontecer bélico. España se convirtió en uno de los escenarios donde se libró la batalla por asfixiar energéticamente a la Alemania nazi: la recién estrenada dictadura franquista tuvo que elegir entre apoyar al bando al que ideológicamente estaba más próxima o conseguir petróleo proveniente del bando aliado, y especialmente de los norteamericanos. La elección estaba clara y al final triunfó pragmatismo sobre la ideología.

			Finalmente, el libro se completa con tres capítulos más. El primero, dedicado a la industria petroquímica, un sector de gran importancia, pero que en ocasiones no es tan reconocido como su “hermana” mayor, la industria del refino; otro, dedicado al uso del petróleo como bien de consumo cuya demanda refleja fielmente el crecimiento económico a través del empleo del automóvil, y donde se ve claramente cómo el aumento de parque móvil español ha ido ligado al devenir económico; y por último, el que trata el uso y consumo del gas, que no es un derivado del petróleo, sino que es un hidrocarburo mineral como este, pero cuyas trayectorias y evoluciones suelen estar muy relacionadas —y en el caso español, más—, pues la industria gasista ha estado ligada desde sus orígenes a la petrolera: creó ENAGÁS, y CAMPSA y posteriormente REPSOL participaron en empresas gasistas como Butano y Gas Natural. 

			El libro, aunque escrito con rigor académico, tiene una lectura fácil y amena y seguro que permitirá a sus lectores disfrutar de la apasionante historia del petróleo en nuestro país y de sus protagonistas. En él han colaborado grandes especialistas en la materia con los que tengo una infinita deuda por aceptar incorporarse al proyecto de una manera entusiasta, que no decayó incluso cuando fueron sometidos a las presiones de la editora que suscribe estas páginas. Y mi gratitud también se extiende a la editorial, Los Libros de la Catarata, y en especial a Carmen Pérez, y a Alfonso Ballestero y a José Luis Díaz Fernández, ya fallecido, y con quienes tuve el honor de trabajar en el libro Del monopolio al libre mercado. La historia de la industria petrolera española que escribieron, ya hace veinte años, junto a mi maestro Gabriel Tortella, y del que este libro pretende ser heredero. 
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Capítulo 1 

			Petróleo y política en la España del siglo XX*2

			Gabriel Tortella

			Introducción

			España es un país pobre en recursos minerales energéticos. Algunos autores han visto en este dato la explicación de su retraso económico en el contexto europeo, pero el hecho de que otros países de este mismo continente, como, por ejemplo, Italia, Suiza, Suecia, incluso Francia, adolezcan de parecida limitación y, sin embargo, se hayan desarrollado económicamente antes, pone en tela de juicio esta teoría, máxime cuando otros, ricos en recursos petrolíferos o gasistas, como Venezuela, México, Arabia Saudí o Nigeria registran un atraso considerablemente mayor que el español.

			Tiene que haber otras explicaciones a la lentitud del desarrollo económico español en el siglo XIX y parte del XX, como, por ejemplo, los bajos niveles de capital humano, o ciertos factores geográficos, como la relativa aridez del suelo y el bajo nivel de pluviosidad (Tortella, 1994a; Tortella et al., 2013; Tortella y Quiroga, 2013; Núñez, 1992; Dobado, 2004; Llopis, 2004). Además, podría también alegarse que los errores en la política energética española han sido más serios obstáculos al crecimiento que la simple escasez de hidrocarburos. Pero tampoco debe atribuirse demasiado peso a este argumento, por una serie de razones. En primer lugar, el siglo XX es, en el conjunto español, un periodo de recuperación económica. En segundo lugar, España siguió durante la centuria unas políticas energéticas que, como vamos a ver, no difirieron muy significativamente de los de países vecinos como, señaladamente, Francia e Italia. A pesar de ello, queda muy claro que las políticas económicas del primer franquismo contribuyeron de forma notable al largo lapso de estancamiento entre 1939 y 1950, aproximadamente, que caracteriza a la historia económica de la España de esa época (Tortella y Houpt, 2000; Teichova et al., 2000; Tortella y García Ruiz, 2004; Green et al., 2004). Entre estas políticas económicas descaminadas, las relativas a los hidrocarburos, pese a haber sido en gran parte heredadas del periodo anterior a la Guerra Civil, me parecen haber sido una parte importante dentro del conjunto de los errores del primer franquismo. Una de las conclusiones que se desprenden del presente estudio es que, tras establecerse en 1927 un monopolio absoluto de la distribución de productos petrolíferos en España, y a pesar de las razones ideológicas que tenía el régimen de Franco para respetar este estado de cosas, este mismo régimen se fue viendo obligado por la fuerza de los hechos y las exigencias de la economía a modificar y suavizar las rigideces de la legislación inicial. Incluso el propio creador del monopolio absoluto, José Calvo Sotelo, ministro de Hacienda en el gobierno del dictador general Miguel Primo de Rivera, quedó algo disconforme con los resultados iniciales y contribuyó a las primeras modificaciones. 

			Aunque en ella se sugieren algunas hipótesis explicativas, la presente exposición es panorámica y por tanto adopta el orden cronológico; en gran parte, este capítulo constituye una síntesis del contenido del libro de Tortella et al., 2003.

			El periodo Inicial (1900-1926)

			El consumo de hidrocarburos en España fue bajo antes de la Primera Guerra Mundial, pero tras el final de las hostilidades se manifestó un claro cambio de tendencia relacionado sin duda con el proceso de modernización económica que tuvo lugar durante el primer tercio del siglo XX (Tortella, 2021). La economía española, que durante el siglo XIX apenas había exportado otra cosa que productos agrícolas y materias primas, y cuya industria había estado concentrada en la producción de bienes de consumo, tales como alimentos y productos textiles, se fue diversificando desde los albores del siglo XX e incorporando industrias de equipo como la química industrial, la metalurgia, la industria mecánica, la de construcción y la eléctrica, mientras la agricultura se mecanizaba y modernizaba en parte y se iba desarrollando un sector de servicios moderno (banca, educación), junto a otros signos de progreso, como la introducción y expansión del automóvil, el teléfono, la radio y el telégrafo eléctrico. 

			Estas nuevas actividades demandaron nuevas formas de energía y en crecientes cantidades. En un país cuya producción de carbón era mediocre, la demanda de electricidad y petróleo creció rápidamente. Aunque los niveles absolutos permanecieron modestos, las importaciones de petróleo pasaron de 35.000 a 299.000 toneladas entre 1919 y 1927, lo que implica una multiplicación por más de 8,5 en ocho años. Este salto de la demanda pronto atrajo un número considerable de importadores, destileros y distribuidores. Entre los nuevos agentes en el mercado petrolero español hay que señalar a dos de las mayores multinacionales del sector, Shell y Standard Oil (la futura Exxon), que operaban en España por medio de una serie de sucursales y afiliadas; había también una importante empresa española, Petróleos Porto Pi (PPP). Fundada en 1923, PPP era propiedad de Juan March, el conocido financiero y comerciante mallorquín que ya por entonces era tenido por el hombre más rico de España (Cabrera, 2011). Por medio de un acuerdo con la banca francesa Bauer, Marchal et Cie y la barcelonesa Banca Arnús, PPP era el distribuidor exclusivo del petróleo ruso en España. La empresa de March competía intensamente con los dos gigantes multinacionales, pero el mallorquín contaba con un as en la manga: su amistad con el dictador Primo de Rivera, que cultivó asiduamente desde que este asumió el poder en 1923 con el objeto evidente de obtener algún tipo de monopolio que le librara de tan poderosos rivales en el mercado de hidrocarburos. La obtención de monopolios oficiales era una de las especialidades del polifacético magnate, como ya había demostrado en el terreno de la importación de tabaco.

			La creación del monopolio y sus consecuencias 
inmediatas (1927-1930)

			Los planes de March descarrilaron, sin embargo, cuando un decreto del Ministerio de Hacienda del 28 de junio de 1927 anunció la creación de un monopolio oficial del petróleo por el cual el Estado pasaba a ser el único importador, distribuidor y, en su caso, productor de petróleo y demás combustibles líquidos. El Estado ejercería el monopolio por medio de una empresa privada que operaría bajo la estricta supervisión del Ministerio de Hacienda y cuyos beneficios quedarían en gran parte en poder del Estado, con la excepción de un canon anual del 5% del capital de la empresa y unas pequeñas participaciones proporcionales al volumen de ventas y de complejo cálculo. Se convocó un concurso público para seleccionar el proyecto y propuesta a que se adjudicaría la constitución de la nueva compañía, que se titularía Compañía Arrendataria del Monopolio de Petróleos Sociedad Anónima (CAMPSA). Se presentaron seis proyectos y la adjudicación recayó sobre el propuesto por un consorcio de grandes bancos. El único gran banco excluido fue el Banco Central, de fundación reciente y que pasaba por un periodo de dificultades, lo cual no fue óbice para que presentara su propio proyecto, que no fue aceptado (véase, sobre la historia del Banco Central, Tortella, 2007 y Tortella Casares y García Ruiz, 1999). Aunque poderoso, el consorcio bancario no tenía experiencia previa en el negocio petrolífero, hecho que fue repetidamente alegado por sus despechados competidores.

			Llegados a este punto, podemos preguntarnos por qué fracasó el tan madurado plan de March, basado en dar coba al dictador para que se le adjudicara el monopolio a él. La explicación reside en que en la política hay laberintos que incluso para un hombre de negocios tan astuto pueden resultar excesivamente intrincados. El caso es que José Calvo Sotelo, renombrado jurista, abogado del Estado, hombre de gran carácter y prestigio en los círculos de la derecha española, se contaba entre los más firmes candidatos para ser ministro de Justicia en el segundo gobierno de la dictadura, el llamado “directorio civil”. Sin embargo, la cartera que Primo de Rivera le ofreció fue la de Hacienda, para la que él se sentía menos preparado; aceptó, con todo, a regañadientes. Calvo Sotelo era conservador pero reformista, y tenía planes de remodelación profunda en el terreno jurídico. Resignado a actuar en Hacienda, pronto presentó a Primo de Rivera un plan de reforma fiscal bastante radical, cuyo plato fuerte era la introducción de un riguroso impuesto sobre la renta. El dictador quedó sorprendido ante el alcance de la reforma propuesta por su ministro de Hacienda. Consultó a sus círculos políticos y sociales y encontró una oposición unánime, que trasladó a su ministro; este de nuevo quedó frustrado y desengañado. Según escribió en sus memorias políticas, triunfó “el quietismo obstinado de gran parte de las clases conservadoras […] la incomprensión egoísta de multitud de ciudadanos pudientes” (Calvo Sotelo, 1974: 82, 92; Bullón, 2004: 163-168). 

			Pero el flamante ministro no se dio por vencido y, como firme nacionalista que era, decidió dar una lección a las multinacionales que dominaban el mercado petrolero español y a Juan March, cuyos tratos y negocios con anteriores ministros de Hacienda le habían producido gran recelo y poca simpatía; sabedor de las maquinaciones del financiero mallorquín para conseguir un Monopolio de Petróleos en su favor, Calvo Sotelo decidió adelantarse y constituir un monopolio estatal que cerraría el mercado español tanto a las multinacionales como a PPP, dejando al avispado millonario con un palmo de narices. Es muy posible que a Primo no le hiciera gracia el nuevo plan de su ministro de Hacienda en lo que tenía de chasco para su amigo Juan March, pero se le debió hacer muy cuesta arriba decepcionar a Calvo Sotelo por tercera vez. Dado el carácter de este, era muy probable que una tercera negativa le indujera a presentar la dimisión definitiva (ya la había amagado un par de veces), lo cual no hubiera contribuido en nada al prestigio del recién estrenado directorio civil. Por añadidura, el propio Primo de Rivera era también nacionalista, de modo que la idea del monopolio no debió parecerle mal. Calvo Sotelo, además, estaba convencido, falsamente como veremos, de que el monopolio iba a ser una fuente fabulosa de ingresos para el Estado, y de esto persuadió a casi todo el mundo, Primo incluido. Pero en todo caso, aunque la creación del monopolio fuera una decepción y una derrota para March, a la larga este se vengó y resarció, como veremos. 

			Es forzoso reconocer que los principios nacionalistas e intervencionistas no eran patrimonio exclusivo de Calvo Sotelo y Primo de Rivera; por el contrario, fueron moneda corriente en la accidentada historia del periodo de entreguerras y no solo en España. La intervención del Estado en los mercados energéticos estuvo a la orden del día en muchos países, tanto productores de petróleo, como Rusia, Rumanía, México o incluso, en cierta medida, Estados Unidos, como en países importadores, como Francia, Italia o España. En Francia se había creado en 1924 la Compagnie Française des Pétroles (CFP) y constituido una serie de oficinas y agencias sobre el tema energético, hasta culminar en la ley de 1928, que otorgaba el monopolio sobre la importación, distribución y producción de petróleo al Estado, pero que este delegó no en una sola compañía, sino en varias, algunas de ellas extranjeras. Aunque el Estado supervisó estrechamente este llamado “monopolio delegado” (Philippon, 2010; Beltran, 2010), el sistema francés resultó más flexible y dinámico que el español. Lo mismo puede decirse del caso italiano, que combinó varias agencias estatales (Azienda Generale Italiana Petroli, AGIP, fundada en 1926, y Ente Nazionale Idrocarburi, ENI, fundada en 1953, y otras menores con cometidos más restringidos) con políticas de fines cambiantes, donde predominaban el afán de autosuficiencia y de regularidad en el abastecimiento, pero también pesaban mucho motivos de desarrollo económico y de política exterior (Toninelli, 2010). Ningún país estableció un monopolio tan rígido como el español que, sin embargo, incluía una excepción: la de Canarias, provincias que quedaban fuera de su circunscripción.

			Como hemos dicho, March no iba a resignarse a verse excluido de un mercado tan dinámico como el petrolífero. Pronto logró colocar a dos asociados suyos (José Juan Dómine y Ernesto Anastasio, notables figuras por méritos propios) como presidente y director general de CAMPSA, respectivamente. Por añadidura, manejó con gran astucia y pocos miramientos una baza muy importante: el contrato con la empresa estatal rusa (la Sovneft) para la venta en exclusiva de petróleo en España. Para CAMPSA y el monopolio, que no eran la misma cosa, aunque la sutil diferencia no estuviera clara para todo el mundo, las complicaciones se hicieron sentir inmediatamente. Las multinacionales estaban, naturalmente, por completo opuestas al monopolio que las expulsaba del mercado español, e inmediatamente amenazaron con un boicot. Esto ponía a CAMPSA en una situación difícil, porque sus principales fuentes de abastecimiento eran precisamente Shell y Standard Oil. Si ellas cerraban el grifo (como amenazó sir Henri Deterding, presidente de Royal Dutch-Shell, en una tormentosa entrevista; Calvo Sotelo, 1974: 141) se vería obligada la compañía monopolista a acudir a mercados relativamente inseguros como el rumano o, sobre todo, al ruso. Pero la llave del mercado ruso la tenía March, como sabemos.

			A complicar más las cosas venía la vidriosa cuestión de las expropiaciones. CAMPSA había sido creada ex novo por un grupo de bancos sin la menor infraestructura petrolera. Esta había de adquirirla por medio de la expropiación de las empresas privadas ya existentes, que debían cesar en sus operaciones desde el 1 de enero de 1928. Pero la expropiación no era una operación sencilla, en especial por lo contencioso que resultaba el cálculo de la valoración de los activos a expropiar y también por el mal ambiente que se había formado con las empresas expropiables. Los pleitos con este motivo duraron años. Los gobiernos nacionales intervinieron en defensa de sus empresas, especialmente los de Francia, Gran Bretaña y Estados Unidos, lo que creó dificultades diplomáticas para el gobierno dictatorial. Lo más acuciante, por supuesto, era el abastecimiento de petróleo. Así, paradójicamente, el gobierno semifascista de Primo de Rivera se vio obligado a pedir ayuda a la Unión Soviética, con cuyo gobierno ni siquiera tenía relaciones diplomáticas. Como último recurso, Primo expropió sumariamente PPP, ofendiendo de nuevo a su anterior amigo March, con el fin de subrogar a CAMPSA en el contrato ruso a través de los bancos Bauer Marchal y Arnús. Como escribió Calvo Sotelo (1974: 150), el “contrato ruso fue primero, áncora de salvación; después, pesadilla […] No era plato de gusto el suministro ruso. Pero en aquel momento, además de ventajoso, resultaba insustituible”.

			A medio plazo, el establecimiento del monopolio perjudicó muy seriamente al régimen político que lo instauró. No solo causó grandes animosidades con poderosos gobiernos y multinacionales, sino que su economía y su prestigio internacional se resintieron considerablemente. Las dificultades económicas que hundieron a la dictadura se debieron principalmente a la espinosa cuestión de las expropiaciones. La moneda española, la peseta, no era convertible en oro, a diferencia de las monedas de países más fuertes, y por ello su cotización internacional era fluctuante (Tortella, 2001; Martín Aceña, 2000; Martín Aceña y Reis, 2000; Tortella, 1999; Sylla et al., 1999). Había subido durante la Guerra Mundial, pero cayó después. En 1925, tras la derrota de Abdel Krim en Marruecos y la formación del directorio civil, se recuperó un poco, y esto movió a Calvo Sotelo a afirmar, imprudentemente, que la recuperación de la peseta era prueba irrefutable de los aciertos de la dictadura. Esta afirmación le dejó en mal lugar cuando, a partir de 1927, las multinacionales lanzaron al mercado las pesetas que recibieron por los bienes expropiados, lo cual, unido a la irritación y hostilidad que provocó el extremo nacionalismo de la dictadura, contribuyó a hundir la cotización de la peseta. Las imágenes de Calvo Sotelo y de la dictadura se vieron seriamente afectadas por la depreciación, en cuya estabilidad había el ministro depositado tanta confianza (Hernandez Andreu, 1981). Calvo Sotelo se vio obligado a dimitir en enero de 1930 y Primo de Rivera renunció al poder y se refugió en París pocos días después. La monarquía española cayó quince meses más tarde.

			El propio Calvo Sotelo se había sentido decepcionado por CAMPSA. Repetidamente se quejó de que no hubiera construido refinerías, ni hubiera hecho sondeos en busca de depósitos de hidrocarburos, ni producido carburantes sintéticos y hubiera ignorado casi todas las demás tareas que se le encomendaron en el decreto de 1927. Lo que no reconocía Calvo Sotelo es que el decreto que dio lugar al monopolio contenía graves contradicciones. De un lado, los beneficios de CAMPSA se veían limitados por las astringentes regulaciones del decreto; lo mismo ocurría con la discrecionalidad empresarial de la compañía; además, la delimitación entre el monopolio (el Estado) y la compañía privada no quedaba muy clara, de modo que la propiedad de los activos físicos de la empresa no se sabía a quién correspondía (mucho más tarde, al disolverse el monopolio, se vio que correspondía al Estado). En estas condiciones, era natural que una empresa propiedad de un consorcio bancario anduviese con pies de plomo en materia de grandes inversiones, como las que Calvo Sotelo echaba de menos. En cambio, el exministro muestra en sus memorias un notable entusiasmo por la fundación de una nueva empresa petrolera, la Compañía Española de Petróleos Sociedad Anónima (CEPSA), con sede en Santa Cruz de Tenerife, fuera de la jurisdicción del monopolio, y que inmediatamente procedió a construir allí una refinería. Es cierto que CEPSA, totalmente privada, mostró siempre una agilidad de la que la burocrática CAMPSA carecía. Pero hay que tener en cuenta ciertos factores que empañan algo los éxitos de aquella. En primer lugar, hay elementos de dudosa ética en su fundación, ya que se hizo por directivos de CAMPSA a raíz de un viaje por varios países americanos por cuenta de esta compañía, viaje que ellos aprovecharon para crear acuerdos y contactos que condujeron a la fundación de CEPSA, porque durante el trayecto comprobaron que el carácter público de CAMPSA y su excesiva burocratización hacían difícil la cooperación con las empresas estatales de aquellos países. Además, el mercado principal de CEPSA fue siempre CAMPSA, con la que compartía directivos y consejeros, lo que daba lugar a una más que sospechosa colusión entre ambas. Por otra parte, hay que reconocer que pronto se estableció una perfecta simbiosis entre las dos empresas: CEPSA, más ágil y sin ligaduras burocráticas, resultó un útil agente intermediario entre CAMPSA y las compañías productoras de petróleo en el mercado internacional. Y CAMPSA actuó como un mercado casi cautivo, lo que minimizaba los riesgos de CEPSA.

			La política petrolera durante la Segunda 
República (1931-1936)

			CAMPSA y el monopolio fueron objeto de duras críticas en la prensa y la opinión desde su fundación, en especial, naturalmente, por la oposición republicana. En general eran considerados criaturas de la dictadura. El propio Calvo Sotelo llama al monopolio “creación magna de la dictadura” en sus memorias (1974: 154). Sus detractores, en cambio, la consideraron un nido de corrupción (con el amargo gracejo típico español, se decía que sus siglas significaban “Cómo Apalean Millones Primo, Sotelo y Anido”, este último apellido designando a Severiano Martínez Anido, general, estrecho colaborador de Primo de Rivera y ministro de Gobernación en el directorio civil) o, cuando menos, una fuente de empleos para asociados y amigos de los directivos de la empresa y afines a la dictadura. Fueron varios los políticos republicanos que se hicieron eco de estos rumores (Prieto, 1975: 222-223). Por tanto, fueron muchos los que esperaban que entre las primeras reformas de la República estuviera una profunda remodelación del monopolio y de CAMPSA, o quizá incluso su total supresión. Pero nada de esto ocurrió, salvo una renovación del personal directivo de la empresa y unos ligeros retoques legales. La República se esforzó en modificar el entramado institucional heredado de la monarquía y la dictadura, desde las instituciones políticas básicas (Constitución, Cortes, propiedad de la tierra, relaciones con la Iglesia, sistema educativo, etc.), hasta materias más secundarias, como la policía o los nombres de algunas calles; en el terreno económico, sin embargo, los cambios fueron poco significativos (quizá el más importante fuera la ley bancaria de 1931, que modificó considerablemente la relación del Banco de España con el Estado; Tortella y Palafox, 1983), y quizá el mantenimiento sin apenas retoques del Monopolio de Petróleos sea un ejemplo llamativo de este inmovilismo.

			Dicho inmovilismo viene explicado por una serie de factores. De un lado, los políticos republicanos sabían poco y prestaban escasa atención a los asuntos económicos. Indalecio Prieto, ministro de Hacienda en el primer gobierno republicano, proclamaba sin rebozo su falta de cualificación para el puesto que ocupaba (Azaña, 1968: 13, 20, 49, 52, 69; Recasens, 1956: 126). Aunque Calvo Sotelo, diputado en las primeras Cortes republicanas, fue enjuiciado por el gobierno, el Monopolio de Petróleos fue respetado. Prieto dijo más tarde que cuando los políticos burgueses creaban monopolios estatales, estos debían mantenerse por ser “instrumentos insuperables de socialización” (discurso en las Cortes, 18 mayo 1934), siendo un claro ejemplo el de Petróleos. Es posible que esta afirmación sea una prueba “insuperable” de la falta de cualificación de la que alardeaba Prieto. Pero había otras razones para el inmovilismo económico republicano, una de ellas la máxima ignaciana de no hacer mudanza en tiempos de aflicción. Los tiempos económicos, ciertamente, no eran buenos. Prieto dijo que hubiera sido una locura hacer experimentos en momentos que eran críticos especialmente para España, donde a la depresión internacional se añadía la incertidumbre del cambio de régimen político en la primavera-verano de 1931. Sin embargo, los políticos republicanos sí estaban dispuestos a hacer mudanza radical en el terreno político, como hemos visto. Otro motivo de cautela fue que los ingresos del monopolio aún estaban creciendo y parecía razonable no interferir en un mecanismo que parecía funcionar. En realidad, sin embargo, el aumento de los ingresos se debía simplemente al aumento del consumo de petróleo y gasolina, por efecto de la inercia de los felices años veinte. Pronto dejaría de crecer la renta del petróleo por efecto de la depresión (Tortella, Ballestero y Díaz Fernández, 2003: 125-134 y 210-215). Pero, además, nadie se paró a considerar que el volumen de ingresos por tonelada importada no crecía, al contrario, estaba ligeramente por debajo de las cifras anteriores a la constitución del monopolio (Tortella, 1994b; Hernandez Andreu y Garcia Ruiz, 1994). El régimen anterior de impuestos al consumo y arancel recaudaba más que las complicadas fórmulas del decreto de 1927, y seguramente con menor coste. Por último, mi impresión es que el monopolio proporcionaba al gobierno y altos funcionarios una sensación de poder económico y diplomático del que se resistían a prescindir.

			La decisión de respetar al monopolio tal como lo dejó la monarquía no resolvió ningún problema, al contrario. Los derivados de sus agitados orígenes reaparecieron una y otra vez. La decisión de Calvo Sotelo de desafiar a las multinacionales tuvo consecuencias duraderas. La decisión desesperada de expropiar PPP dio lugar a un largo y costoso pleito. PPP y la Banca Arnús denunciaron a Sovneft en París por violación de contrato al haber seguido abasteciendo a CAMPSA en lugar de a ellos. El tribunal del Sena aceptó la querella y condenó a los rusos a pagar 40 millones de francos; recurrida la decisión, la multa fue rebajada a 30 millones, pero el obligado a pagar ahora era el monopolio español, no Sovneft, por haber sido el Gobierno español el que había expropiado a PPP. Y tuvo que pagar no solo por ser responsable ante el tribunal, sino porque, si no lo hacía, Sovneft podría dejar de abastecer a CAMPSA.

			Pero ni siquiera pagando resolvía el monopolio todos sus problemas. Rusia era un socio difícil por dos razones. En primer lugar, la situación económica allí no era nada fácil. Se hallaba en pleno Primer Plan Quinquenal, con los terribles dramas que este trajo consigo y las grandes demandas que el esfuerzo industrializador imponía a las fuentes energéticas del país soviético. A Rusia no se sobraba el petróleo, más bien le faltaba; incluso estaba importando algunas cantidades de Rumanía. Por añadidura, la Unión Soviética también tenía una situación precaria en el plano internacional. Pocos países la reconocían y estaba muy alejada de los centros de poder mundiales. Por si fuera poco, España era de los países que no tenían relaciones diplomáticas con el gobierno de los sóviets. Las relaciones entre ambos gobiernos se desarrollaban por medio de las respectivas embajadas en París. Los soviéticos querían condicionar las exportaciones de petróleo al reconocimiento diplomático por parte de España. Pero este era un paso difícil para nuestro país en las inciertas condiciones de entonces. Incluso los gobiernos izquierdistas del primer bienio se resistían a dar el paso (Azaña, 1968: 288). En realidad, las plenas relaciones diplomáticas no se establecieron hasta el estallido de la guerra civil española, de modo que el abastecimiento de Sovneft fue siempre dificultoso.

			Pero este distaba mucho de ser el único problema heredado por el monopolio. PPP también se querellaba alegando que la expropiación fue ilegal y la compensación, insuficiente. Los pleitos se multiplicaban. Ya vimos que los republicanos habían acusado a Calvo Sotelo y al monopolio de haber llevado a cabo tratos muy dudosos durante los primeros años de CAMPSA. El propio Prieto había afirmado que las compensaciones por expropiación se habían pagado con retraso y favoritismo. Esta afirmación se volvía ahora contra el propio Prieto y su gobierno, ya que varias compañías expropiadas reclamaban citando tales irregularidades.

			Los círculos políticos y económicos estaban netamente divididos entre los de izquierda y los de derecha. Hubo un continuo tira y afloja entre ambos grupos, dentro tanto del gobierno como de CAMPSA. Las tensiones se acentuaron tras las elecciones de 1933, ganadas por las derechas, y que fueron seguidas por varias dimisiones entre los directivos de CAMPSA. Resultado de todos estos vaivenes y tensiones fue que las políticas de importaciones fueran irregulares y que no se siguiera un plan adecuado de reservas, algo que tuvo repercusiones serias durante la Guerra Civil, sobre todo para el bando republicano.

			Es casi imposible construir un contrafactual sólido acerca de cómo hubiera sido el mercado de hidrocarburos español si no hubiera habido monopolio, pero todo parece sugerir que esta institución no resolvió adecuadamente los problemas que estaba llamada a resolver. Uno de ellos es el relativo a los ingresos fiscales que el monopolio obtenía. Como hemos visto, había una unanimidad casi total en los círculos políticos e informativos acerca de la eficacia recaudatoria del monopolio. Sin embargo, como también hemos visto, tal unanimidad se debía a una lamentable falta de curiosidad analítica, ya que si alguien se hubiera molestado en dividir lo recaudado por el volumen importado hubiera comprobado que el cociente no aumentó, sino que disminuyó ligeramente tras constituirse el monopolio, lo cual significa, por supuesto, que la recaudación hubiera sido mayor en ausencia de la nueva institución. 

			Por otra parte, el monopolio se comportó aproximadamente como hubiera predicho un siglo antes Augustin Cournot en su libro de 1838, donde sostenía que un monopolista exigiría precios más altos y ofrecería menores cantidades y calidades que un mercado de libre concurrencia. El precio de la gasolina que vendía el monopolio (unas tres cuartas partes de las ventas de CAMPSA) pasó de 56 céntimos de peseta en 1928 a 76 céntimos en 1935, un aumento del 36% en un periodo de estabilidad general de precios. Es notable la coincidencia de que, habiendo descendido los precios de la gasolina después de la Guerra Mundial, aumentaran tras constituirse el monopolio. Cierto es que parte de este aumento se debió al impuesto del 10% en el precio de la gasolina introducido en 1932. Este impuesto, por cierto, contradecía un principio básico del decreto del monopolio, que era la ausencia de impuestos. CAMPSA en principio solo pagaba al Estado una fracción aproximada del 94% de los beneficios netos (sin impuestos). A partir de 1932 se fueron añadiendo crecientes recargos sobre el consumo de gasolina, lo cual reducía aún más los modestos beneficios de la empresa. A esto se añadió un lógico deterioro en la calidad del servicio que prestaba CAMPSA. A medida que aumentaba el número de automóviles en circulación, el número de estaciones del servicio de CAMPSA, única empresa en el mercado, disminuía. La única manera que tenía la empresa de apuntalar sus magros beneficios era reducir costes y la manera más efectiva de hacerlo era cerrando sus puntos de venta al público. Al fin y al cabo, como no tenía competidores, el volumen de venta se mantendría casi constante mientras los gastos fijos y variables se reducían. El número de automóviles por estación de servicio en funcionamiento en España pasó de 40 en 1927 a 71 en 1935. Ello había de traducirse indefectiblemente en peor servicio para los clientes: colas más largas y menor atención. Los mayores perjudicados fueron los clientes de las grandes ciudades, Madrid y Barcelona, donde la reducción del número de gasolineras fue mayor. La lógica del monopolio se cumplía inexorablemente (Tortella, 1994b).

			La Guerra Civil (1936-1939)

			El estallido de la guerra tuvo lugar el 18 de julio de 1936 y una de sus consecuencias fue la división de varias instituciones públicas y privadas en dos, una en zona republicana y otra en zona franquista. El gobierno nacional se desdobló, y lo mismo hicieron el Banco de España, el Monopolio de Petróleos, CAMPSA y varios bancos, públicos y privados.

			Ninguno de los dos bandos experimentó serios problemas de abastecimiento de petróleo; ambos pudieron importar el necesario combustible, pero la posición de los sublevados fue, sorprendentemente, más desahogada, por contar con la ayuda de los poderes del Eje (Alemania, Italia y Japón) y el apoyo casi incondicional de una compañía americana, Texaco. La República tuvo mayores problemas, porque el Pacto de No Intervención suscrito, entre otros, por Francia y Gran Bretaña, la privó de una fuente cercana de suministro, y por ello tuvo que recurrir casi exclusivamente al petróleo de Rumanía y la Unión Soviética.

			En los primeros días de la guerra, no obstante, los rebeldes se vieron algo constreñidos por la falta de stocks, al ser ellos los que necesitaban transporte aéreo para situar las tropas de Marruecos en la península. Por eso fue crucial la ayuda italiana y alemana en forma de aviones y combustible. También contribuyó decididamente al esfuerzo rebelde el dictador portugués António de Oliveira Salazar, incondicional de Franco. Varios funcionarios de CAMPSA que simpatizaban con el alzamiento militar pusieron sus contactos y buenos oficios al servicio de su causa, no solo cerca del gobierno portugués, sino también del presidente de Texaco, Torkild Rieber, noruego de nacimiento y sentimientos pronazis, que visitó Burgos, capital del bando franquista, tres meses después de estallar la guerra. A primeros de noviembre Rieber firmó un contrato con la junta franquista por el que se comprometía a vender cantidades muy grandes de petróleo en muy buenas condiciones, mejores que las establecidas en el anterior contrato de Texaco con la CAMPSA prebélica. A partir de entonces Texaco fue el mayor proveedor de petróleo al bando franquista, con CEPSA como abastecedor complementario. En todos estos tratos el bando rebelde contó con la ayuda inapreciable de Juan March, convertido en ardiente antirrepublicano, que avaló los contratos con Portugal y con Texaco.

			Los republicanos tuvieron menos problemas en los primeros días de la guerra, entre otras razones porque poseían casi la totalidad de las no muy abundantes reservas de CAMPSA. Además, al haberse mantenido en Madrid y representar al gobierno legítimo hubieran debido ser beneficiarios de todos los contratos vigentes. Pero la realidad se impuso a la legalidad: Texaco no tuvo problema en romper su anterior contrato, y el Pacto de No Intervención también se aplicó al petróleo, aunque no se le mencionara expresamente (Moradiellos, 2001: 98-99). La República no tuvo más remedio que pedir ayuda a la Unión Soviética. “Sin esta fuente […] no sería difícil al enemigo dejarnos en seco”, dijo Toribio Echevarría, director general de la CAMPSA republicana (Tortella, Ballesteros y Díaz Fernández, 2003: 144). De este modo, la Unión Soviética salvó la situación para la España republicana como la había salvado para la dictadura de Primo de Rivera ocho años antes. Hay que aclarar que la Unión Soviética, como Italia y Alemania, habían también firmado el Pacto de No Intervención, pero, a diferencia de Francia y Gran Bretaña, lo violaron a fondo casi desde el día siguiente (Moradiellos, 2001: 92-117). El petróleo soviético, no obstante, dejaba bastante que desear en cuanto a calidad, por lo que la CAMPSA republicana se veía obligada a buscar otras fuentes de abastecimiento, sobre todo Rumanía, aunque también, cuando era posible, Francia y Estados Unidos.

			Dos temas más reclaman nuestra atención en este breve repaso a las cuestiones petrolíferas durante la Guerra Civil: la primera, una curiosa institución republicana llamada CAMPSA Gentibus; la segunda, la continuación del pleito con PPP en París. 

			CAMPSA se convirtió, durante la guerra, en la agencia internacional más importante del gobierno republicano: era, de hecho, su mayor oficina de intercambio comercial. Con el fin de economizar divisas, la República trató de llegar a acuerdos de intercambio bilateral del tipo de los que tanto proliferaron en la época, los llamados clearings o swaps (trueques), por medio de los cuales el petróleo se pagaría exportando mercancías. Así nació la CAMPSA Gentibus (nombre probablemente derivado de la frase latina causa gentibus, “la causa del pueblo”, expresión casi homófona) en julio de 1937 como una especie de agente comercial del Ministerio de Hacienda republicano. De hecho, CAMPSA venía desempeñando este papel desde el comienzo de la guerra, e incluso antes. Lo nuevo fue que, en julio de 1937, CAMPSA Gentibus se creara expresamente como una agencia especial para impulsar la exportación de productos que pudieran intercambiarse por petróleo. Una indicación del tipo de actividades que llevaba a cabo nos la da el que se hiciera cargo de la exportación de la industria textil española (casi exclusivamente catalana) a la Unión Soviética, al tiempo que se ocupaba de abastecer de combustible a esta industria. Por desgracia, no tenemos la información necesaria para hacer estimaciones cuantitativas.

			Si uno puede percibir la mano de Juan March en el trasfondo de los favorables contratos de suministro que consiguió el bando franquista, puede adivinarla también detrás del pleito que Bauer, Marchal, como accionista de PPP, interpuso en París contra la CAMPSA republicana alegando haber recibido una compensación insuficiente y exigiendo un embargo de 100 millones de francos. El Tribunal del Sena otorgó en favor de la reclamación en primera instancia, lo que constituía una gravosa pérdida para la República. Los abogados españoles, no obstante, apelaron arguyendo que el tal tribunal no era competente porque la compañía expropiada no era Bauer, Marchal, francesa, sino PPP, española, y que era esta, y no la francesa, la que estaba cualificada para reclamar, y que le correspondía hacerlo en España. Además, añadían, quien había expropiado no era CAMPSA, sino el monopolio, es decir, el Estado español, lo cual debilitaba aún más la jurisdicción del tribunal francés. Todo este argumento reposaba sobre la interpretación del artículo 10 del decreto de 1927, cuyo significado estaba menos claro de lo que Calvo Sotelo había creído y deseado en su momento. Hemos visto ya que la distinción entre el monopolio y CAMPSA era un tanto sibilina. El argumento de los abogados españoles surtió efecto, siquiera fuera momentáneamente. El tribunal francés suspendió su decisión hasta tanto expertos franceses en la lengua española determinaran cuál era el verdadero significado del dichoso artículo 10. Se requirió el testimonio del prestigioso hispanista Marcel Bataillon, autor del celebrado libro Erasmo y España. Inicialmente, Bataillon suscribió la tesis de Bauer, Marchal, pero después reconsideró. El final de la Guerra Civil llegó antes de que el tribunal francés se pronunciara. El procedimiento quedó inacabado, pero March encontraría posteriormente múltiples ocasiones para resarcirse de la ayuda que había prestado al bando franquista durante la guerra e incluso antes.

			El primer franquismo y la Segunda Guerra 
Mundial (1939-1946)

			Si los republicanos habían respetado el monopolio, con mayor razón debía hacerlo el régimen franquista. Desde un punto de vista puramente ideológico, los monopolios estatales parecían bien a los conservadores tradicionales españoles, siempre inclinados al autoritarismo; Franco sin duda se contaba entre ellos. Cierto que la doctrina oficial del régimen en los primeros años era más falangista que puramente conservadora; pero es que la Falange era tan partidaria, e incluso más, de los monopolios estatales y de la intervención del Estado en la economía. Pero el franquismo tenía una segunda razón, aún más poderosa, para respetar el Monopolio de Petróleos. Calvo Sotelo había sido asesinado por miembros de la escolta de Indalecio Prieto el 13 de julio de 1936, cinco días antes del alzamiento, cuyos líderes lo habían justificado como una reacción al crimen. Es bien sabido que esto no era rigurosamente cierto, ya que estos mismos líderes llevaban varios meses conspirando en su preparación (Robinson, 1970). Pero la verdad oficial era que el asesinato justificaba el alzamiento. La figura de Calvo Sotelo se convirtió en un objeto de culto para el régimen de Franco, que le asignó el título de protomártir. En estas condiciones hubiera sido inconcebible que el gobierno de Franco desmantelara lo que todos, y el propio protomártir en vida, consideraban su principal legado económico.

			Con todo, sin embargo, el monopolio no podía resolver los muy serios problemas energéticos que aquejaron a España al terminar la Guerra Civil. La caída de Francia en manos alemanas en 1940 alarmó sobremanera a los gobiernos estadounidense y británico, que sabían que Franco no solo debía en gran parte su victoria en la Guerra Civil a Hitler y a Mussolini, con los que tenía grandes afinidades políticas e ideológicas, sino que estaba reexportando petróleo a Alemania e Italia, lo cual podía hacer con mayor facilidad desde que Francia se había convertido en satélite de Alemania. Además, los aliados abrigaban el temor de que España entrara en la Guerra Mundial del lado de las potencias del Eje. La única manera de impedir o estorbar estas exportaciones y, de paso, debilitar la capacidad militar de la España franquista, era restringir las ventas de petróleo a España. Por si todo esto fuera poco, en el verano de 1940 se descubrieron las actividades pronazis de Torkild Rieber, que se vio obligado a dimitir de la presidencia de Texaco. Todo esto provocó una drástica reducción de las ventas de petróleo americano a España en el verano de ese año, lo cual agravó la ya muy comprometida situación económica del país en la posguerra. Aunque este cuasi embargo no duró mucho, las ventas de petróleo americano y británico a España estuvieron cuidadosamente dosificadas durante toda la Guerra Mundial y en otras dos ocasiones, a principios de 1942, nada más entrar Estados Unidos en la guerra, y en la primavera de 1944, con el fin de reducir las exportaciones de wolframio español a Alemania, se dieron embargos totales (Caruana y Rockoff, 2003).

			La década de 1940 fue un periodo muy duro para la economía española y el racionamiento de petróleo por parte de los aliados sin duda contribuyó a ello. Lo mismo hizo el comportamiento de Franco, con su rotunda negativa a adoptar una actitud más flexible con respecto al bando aliado durante las hostilidades (Larraz, 2006: 241-7 y passim). En justa reciprocidad, Franco tuvo que soportar la humillación de aceptar las actividades de una agencia aliada, el Comité Operativo de la Península Ibérica (COPI), que fiscalizaba las actividades del Gobierno español en el área energética para, en su virtud, determinar el volumen de petróleo que los aliados venderían a España. CAMPSA y el Gobierno español trataron de hallar fuentes alternativas de hidrocarburos, pero eran escasas. Los aliados del Eje estaban muy escasos de combustible; por eso importaban cuanto podían de España y ahogaban al país con el fin de asfixiar a sus enemigos del Eje. No había, por tanto, apenas fuentes alternativas de petróleo y por eso el Gobierno español se vio obligado a racionar la gasolina durante la Segunda Guerra Mundial, a lo que se añadían gravosos impuestos al consumo de este combustible. Había, por supuesto, un mercado negro, pero incluso los contrabandistas se las veían y deseaban para encontrar petróleo que vender. 

			Se buscaron alternativas: muchos de los pocos automóviles que circulaban portaban un voluminoso armatoste con aspecto de estufa llamado gasógeno y que, adherido generalmente a su parte trasera, alimentaba al motor con gases producidos quemando combustibles sólidos, como el carbón, la leña o incluso la cáscara de almendra. La búsqueda de sustitutos dio lugar a episodios pintorescos, como el de un pretendido inventor austríaco que afirmaba haber descubierto un combustible líquido compuesto de agua, alcohol y otros elementos, y el de algún imitador que llamó gamolina a un destilado de ciertas plantas silvestres y con el que llegó a engañar a varios incautos, incluido el mismísimo generalísimo Franco (Tortella et al., 2003: 182-186; Larraz, 2006: 248-9). Otros proyectos menos descabellados incluían la destilación de esquistos bituminosos, algo que los alemanes ya estaban haciendo en su búsqueda de sustitutos (ersatz). CAMPSA participó en la búsqueda de combustibles para los gasógenos y también en la destilación de esquistos, aunque no, afortunadamente, en la de plantas silvestres. Los ingenieros de CAMPSA no eran muy partidarios de los esquistos, no tanto por razones técnicas cuanto por motivos económicos, porque estimaban, correctamente, que incluso a los altos precios que alcanzaba el petróleo entonces los costes eran demasiado elevados. El gobierno de Franco, en cambio, sí era partidario, al menos por dos razones: una, que esta técnica estaba incluida entre las enumeradas en el decreto de 1927; y dos, que los falangistas creían firmemente en la política y la economía autárquicas, y en estas materias, como en muchas otras, se decantaban por seguir el ejemplo alemán. Finalmente, la destilación de esquistos fue traspasada al Ministerio de Industria y Comercio, fuera por tanto de la órbita de Hacienda y el monopolio. Fue quizá la primera gran desviación de la línea marcada por el decreto de Calvo Sotelo. En 1942 se creó una nueva entidad, llamada, no obstante, Empresa Nacional Calvo Sotelo (ENCASO), dependiente del Ministerio de Industria y Comercio y dedicada a la destilación de esquistos. El proyecto se desarrolló muy lentamente: hasta 1946 no estuvieron disponibles las primeras muestras del nuevo combustible; para entonces ya había concluido la Guerra Mundial y el problema del petróleo ya no era tan acuciante. Además, como se había previsto en CAMPSA, el proyecto no era económicamente viable: no solo era el producto excesivamente caro, sino que su calidad dejaba mucho que desear. La actividad destiladora languideció hasta ser abandonada definitivamente en 1966: un plazo muy largo para un proyecto de tan corto alcance (San Román y Sudrià, 2003).

			El que el gobierno de Franco no fuera nunca a abolir el Monopolio de Petróleos no significa que sus relaciones con CAMPSA fueran idílicas. Como Calvo Sotelo había pensado una década antes, los falangistas opinaban que los banqueros de CAMPSA eran excesivamente precavidos y conservadores. El caso de los esquistos es un ejemplo; el de las refinerías, otro. En 1946, casi veinte años después de su fundación, CAMPSA no había construido una sola refinería. En cambio, tras el fin de la Guerra Mundial, y al haber puesto fin los aliados a sus restricciones en la venta de petróleo, la compañía presionaba al gobierno para que terminase el racionamiento de gasolina, moderase los impuestos al consumo de petróleo y abriese la mano en la concesión de divisas a los importadores para poder satisfacer la creciente demanda del combustible. Todo esto generaba tensión. No sorprende, por tanto, que, a medida que se acercaba el vigésimo aniversario de la fundación de CAMPSA, el gobierno fuera considerando seriamente una revisión a fondo del contrato y relación de la empresa con el Estado. 

			Rectificando el monopolio: la ley de 1947 
y sus consecuencias (1947-1970)

			Es bien sabido que el régimen franquista, sobre todo en sus primeros años, estuvo imbuido del ideario fascista y nazi (Tortella y Houpt, 2000). Uno de los pilares de su política económica fue el Instituto Nacional de Industria (INI), criatura del entonces todopoderoso Juan Antonio Suanzes, ingeniero naval y amigo personal de Franco, en cuyo gobierno figuró varias veces durante este primer periodo (Ballestero, 1993). El INI estaba inspirado en el Istituto per la Riconstruzione Industriale (IRI), fundado por el gobierno de Benito Mussolini en 1933 como clave de una operación de altos vuelos para salvar la industria y la banca italianas en plena depresión mundial (Toniolo, 1978; Ciocca y Toniolo, 1984). La idea de Suanzes no era tanto rescatar a la industria española cuanto ponerla en marcha y desarrollarla (Schwartz y González, 1978; Martin Aceña y Comin, 1991; San Román, 1999). Entre sus ambiciones más concretas, estaba el arrebatar al Ministerio de Hacienda la política energética y transferirla al de Industria y al INI. Aprovechando la inercia de CAMPSA, Suanzes trató de quitarle el control de la energía en el momento en que su estatuto iba a ser renovado con motivo de su vigésimo aniversario. El resultado fue la ley de 17 de julio de 1947 que reorganizó el monopolio, y lo hizo al estilo salomónico, repartiendo el poder de manera más o menos igualitaria entre ambas partes: CAMPSA conservó el monopolio de la distribución, pero la ley admitió explícitamente que podrían darse excepciones. Esto es todo lo que el INI necesitaba para empezar a construir refinerías y emprender otras actividades en el sector de los hidrocarburos. En realidad, ya había establecido una cabeza de puente con ENCASO, que, en vista del fiasco de la destilación de esquistos, decidió emprender la construcción de una refinería. Pero la primera refinería construida en la península lo fue en 1950, en Escombreras, cerca de Cartagena, por una compañía llamada Refinería de Petróleos de Escombreras Sociedad Anónima (REPESA). Se trataba de una empresa mixta en varios aspectos: era en parte privada y en parte extranjera. El 24% de su capital pertenecía a CEPSA y otro 24% a Caltex, sucesora de Texaco. De este modo, los principios o, al menos, el espíritu del decreto de 1927, quedaban claramente infringidos. Pero REPESA fue un éxito. La economía española empezó a crecer a principios de la década de 1950 y, dada la relativa escasez de buen carbón en el país, la demanda de petróleo se disparó, de forma que REPESA pronto se vio obligada a ampliar capacidad; de unas 40.000 Tm iniciales, pasó a 5,5 millones de Tm en 1958 y a 9 millones en 1970. En vista del éxito se fueron planeando nuevas refinerías, aunque la frondosa burocracia y la laberíntica legislación ralentizaban los proyectos.

			El modelo de REPESA (que más tarde adoptó el nombre de REPSOL, uno de sus productos, por considerarlo más eufónico) estimuló a otras multinacionales a formar alianzas con empresas públicas y privadas para proponer nuevas refinerías. Marathon Oil, por ejemplo, se asoció con el Ministerio de Hacienda para formar la refinadora Petroliber en 1961. Marathon Oil quería situar la refinería en Bilbao, pero el ministerio, que tenía mayoría, impuso que se construyera en La Coruña, por estar cerca de El Ferrol, pueblo natal de Franco, al que seguramente el asunto le era indiferente, pero que, como acostumbraba, no dijo nada al respecto. Hacia 1960 había en España cuatro refinerías, ninguna de CAMPSA, situadas en: Tenerife (CEPSA), Cartagena (REPESA), Puertollano (ENCASO) y La Coruña (Petroliber). En 1964 el gobierno decidió permitir tres más, con la condición de que sería el propio gobierno el que decidiera la localización y que la producción fuera toda para exportación. Suponiendo acertadamente que esta última exigencia no estaría largo tiempo en vigor, Gulf Oil, Standard Oil y CEPSA construyeron nuevas refinerías en Huelva, Castellón y Algeciras. Gulf y Standard Oil se aliaron con empresas españolas, pero CEPSA construyó la refinería de Algeciras ella sola. Más adelante se construyeron otras refinerías, la más importante de las cuales se situó en Bilbao y perteneció a PETRONOR, esta por fin participada por CAMPSA, asociada con Gulf, Explosivos Río Tinto y un grupo de bancos españoles. En la actualidad forma parte del grupo REPSOL.

			Durante todo este periodo la situación del mercado español era paradójica, ya que en él coexistía un Monopolio de Petróleos con una serie de refinerías privadas y mixtas público-privadas, con diferentes contratos, estatutos y regulaciones. La obligación de exportar que se había impuesto a alguna de ellas duró muy poco, de hecho, y fue legalmente suprimida en 1968, algo que molestó a las antiguas refinerías que habían tenido que ceder altas proporciones de capital al Estado para ser autorizadas a vender en el mercado interior en competencia semiilegal con el monopolio. Por añadidura, la localización de las factorías no era muy racional, ya que había venido determinada por decisiones de políticos y funcionarios con poco criterio y conocimiento económicos. En lugar de haber sido emplazadas cerca de los centros de consumo, como Madrid, Barcelona, Zaragoza o Sevilla, se habían situado cerca de un yacimiento de esquistos (Puertollano), cerca de un puerto de importancia militar (Cartagena), de La Coruña por las razones vistas, y en Huelva y Algeciras por ser zonas de baja renta. La única localización racional parecía ser la de Bilbao y, quizá, la de Castellón.

			Entretanto, mientras había una notable variedad de empresas refineras, solamente había un distribuidor, CAMPSA. Esto causaba una serie de disfunciones. Para empezar, pervivía la rivalidad entre los ministerios de Hacienda y de Industria, con sus respectivas agencias, CAMPSA y el INI, que se disputaban el control del sector energético, presionando a los políticos para decantar las decisiones de estos en su favor y, si fuese posible, lograr mayores cuotas de competencia y poder. CAMPSA, en gran parte propiedad de bancos, tendía a favorecer una postura liberal en economía; Industria y el INI, por su parte, albergaban un núcleo de tecnócratas y falangistas que pugnaban por una mayor intervención del Estado. Con el Plan de Estabilización de 1959, el Ministerio de Industria se hizo algo menos intervencionista: el INI pasó de ser considerado como un agente desarrollo a tener un papel más discreto de subsidiario de la iniciativa privada. Esto, sin embargo, no fue de gran ayuda para desenredar la maraña legal y organizativa imperante en el mercado energético. Las refinerías eran un conjunto abigarrado y diverso, propiedad del INI, de CAMPSA, de los bancos, de CEPSA y de un conjunto de multinacionales. Los intereses eran diversos y entrecruzados y, en ausencia de democracia, las decisiones se tomaban en secreto, resultado de negociaciones entre políticos, empresarios e intermediarios, con amplio espacio para el compadreo y la corrupción. La formación de los precios no era en absoluto libre. Los del crudo venían dados, ya que más del 95% del producto era importado; pero todos los demás estaban fijados por el gobierno. Los precios a los que CAMPSA compraba a las refinerías estaban por encima de los del mercado internacional, lo cual convertía al mercado nacional en muy atractivo para ellas. Los precios a los que CAMPSA revendía estaban a la par con los de otros países europeos, salvo el del fuel, que era más alto (Correljé, 1994: 136-137). Pero el fuel era uno de los combustibles más consumidos; se empleaba para generar electricidad y también como el carburante industrial más común. Esto era una fuente importante de ingresos para un Estado que recaudaba poco por impuestos directos, pero era causa de unos precios industriales y de la electricidad bastante altos, en tanto que el nivel de salarios era relativamente bajo. Esto no era muy grave mientras la economía permaneciera relativamente aislada, como era el caso a comienzos de los años sesenta, cuando se inició el periodo de fuerte crecimiento. Pero a medio plazo los problemas aumentaban: el alto precio del fuel y las tensiones del crecimiento causaban inflación, que, entre otras cosas, perjudicaba a la balanza de pagos. Esto se contrarrestaba con devaluaciones del tipo de cambio, que, sin embargo, no podían ser una solución permanente. Por otra parte, la gradual apertura de la economía y los crecientes flujos emigratorios contribuían a una subida de salarios. Estas tensiones y contradicciones se manifestaron con intensidad durante los años finales del franquismo, que contemplaron una rivalidad feroz entre aperturistas e involucionistas. Estos encontraban refugio en el Ministerio de Industria, que estuvo a punto de poner todo el sector energético bajo el paraguas del INI. La muerte de Franco en 1975 y la transición a la democracia dieron al traste con sus planes.

			Crisis económica y transición política (1971-1980)

			La extraña estructura y el caprichoso sistema de precios del tardofranquismo se vinieron abajo a mitad de los años setenta. Hay que tener en cuenta que la transición a la democracia en España tuvo lugar en el periodo de ajuste mundial a las consecuencias del primer shock energético, el de 1973, cuando los países árabes, en protesta contra las victorias israelíes en la guerra de Yom Kippur, y pretextando un inexistente agotamiento de las reservas de crudo, redujeron drásticamente su producción de petróleo, lo que se reflejó en un alza de los precios de esta materia prima, que se cuadruplicaron en unas pocas semanas. La reacción de los últimos gobiernos de Franco fue ignorar estas subidas y mantener los precios interiores, soportando el gobierno las pérdidas consecuentes. Los resultados de esta absurda política fueron un fuerte y creciente déficit presupuestario, un aumento brusco de la inflación y un creciente déficit de balanza de pagos. Por si fuera poco, la recesión europea consecuente al alza del precio de los combustibles hizo caer la demanda de trabajo en los países de la Unión Europea (entonces Mercado Común): aumentaron los despidos, los contratos laborales no se renovaron y los trabajadores españoles retornaron a casa. Las cifras del paro comenzaron a subir en España y las tensiones sociales y políticas aumentaron. En esta situación de incertidumbre política y económica, resultaba evidente que la fijación de los precios de productos tan vitales como el petróleo y la energía en general no podía dejarse al capricho miope de los políticos. Se necesitaba una transición a la racionalidad energética casi tanto como a la democracia.

			Una vez consolidada la democracia con la Constitución de 1978, y tras el segundo shock petrolífero de 1979, el Gobierno español estaba en mejores condiciones para hacer frente a la situación económica. Los llamados Pactos de la Moncloa, en particular, contribuyeron poderosamente a estabilizar los precios y facilitar el diálogo social, con lo cual resultó posible acercar los precios interiores del petróleo a los internacionales y emprender una profunda restructuración del sector energético.

			Una nueva política energética: 
la Unión Europea y el fin del monopolio (1981-2000)

			Los políticos de la nueva democracia tenían la intención de liberalizar el sector de los hidrocarburos, pero es dudoso que las reformas que habían pensado introducir incluyeran la abolición del monopolio. Es casi seguro que este hubiera sobrevivido de una forma u otra de no haber sido por las exigencias irrenunciables de la Unión Europea, que exigió a todos los países miembros, no solo a España, la renuncia a los monopolios estatales, al menos en esta materia (Philippon, 2010).

			Los primeros pasos de la reforma, no obstante, se alinearon con las exigencias tradicionales del Ministerio de Industria que, significativamente, fue rebautizado Ministerio de Industria y Energía (MINER). En 1981 el INI fue dividido y de él se desprendió un nuevo Instituto Nacional de Hidrocarburos (INH), también dependiente del Ministerio de Industria y Energía (sobre este tema, véase más adelante: Quiroga, capítulos seis y ocho). El INH sería un nuevo holding que agrupara a todas las empresas públicas del sector de hidrocarburos. Dos rasgos de la fundación del INH merecen ser destacados: uno, el gobierno que creó este instituto estaba presidido por Leopoldo Calvo Sotelo, sobrino del fundador del Monopolio de Petróleos y que había sido alto directivo de Explosivos-Río Tinto, empresa química con considerable implicación en el mercado de hidrocarburos; y dos, al igual que el monopolio, el INH fue establecido por decreto, porque Leopoldo Calvo Sotelo no estaba seguro de obtener el apoyo necesario en las Cortes, ya que esperaba una firme oposición de CAMPSA y, por tanto, de sus bancos y otros poderosos accionistas. Más tarde, sin embargo, el decreto fue respaldado por las Cortes. Por medio de fusiones y adquisiciones el INH se fue convirtiendo en una gran empresa, cuyos principales activos fueron las refinerías, pero incluyendo también compañías de prospección, participaciones en empresas extranjeras, gasistas, etc. El objetivo inmediato del INH era coordinar y racionalizar la actuación de sus empresas componentes; el objetivo a largo plazo era convertirse en una gran empresa nacional, capaz de competir en el mercado mundial y predominar en el nacional, algo parecido al papel que desempeñaban en sus respectivos países Total (Francia), British Petroleum (Gran Bretaña) y AGIP y ENI (Italia). Para ello, en un retoque que podría parecer insignificante pero no lo es, el instituto cambió de nombre, adoptando el de una de sus compañías, REPSOL, por estimarse que sonaba menos burocrático. Simultáneamente, la nueva REPSOL emprendió un programa de privatización para no solo sonar menos burocrático, sino también serlo. Así, por un lado, se vendió una parte sustancial del capital a la petrolera mexicana Pemex, y por otro, se dio entrada a pequeños inversores. El Estado conservó una proporción del capital de aproximadamente el 10%, lo cual, combinado con una serie de restricciones estatutarias, le daba un control nada despreciable.

			CAMPSA, entretanto, se mantuvo como el mayor distribuidor del mercado español gracias a haber conservado su red de oleoductos y depósitos. Su nombre, al contrario que el del INH, se burocratizó, cambiándose a Compañía Logística de Hidrocarburos (CLH), y, justo a la inversa de lo que ocurrió con REPSOL, el nombre de la compañía se convirtió en el de un producto. El Gobierno español negoció con habilidad el desmantelamiento del monopolio, logrando un periodo transitorio bastante largo, seis años, durante el que pudo conseguir la adaptación de REPSOL y la flamante CLH, de modo que han mantenido su situación de predominio en el mercado español dentro del que reina una situación que aproxima en medida aceptable la de libre concurrencia.

			Conclusiones: rutinas y paradojas 
de una política energética

			Una constante casi permanente, histórica, de la política española es el intervencionismo estatal. Pero se da la paradoja de que este intervencionismo venga acompañado de frecuentes incumplimientos, y a menudo de situaciones caóticas. La política energética durante el siglo XX ilustra bien esta afirmación. En su deseo de controlar férreamente el sector, el Estado impuso una reglamentación tan opresiva que literalmente no se podía cumplir en varios extremos, de modo que el propio Estado que imponía esas reglas draconianas cooperaba con quienes las violaban. Es el caso que hemos visto con las compañías refinadoras a partir de 1947.

			En general, la historia del siglo XX español se caracteriza por la desviación con respecto a la norma europea durante la primera mitad del siglo y la lenta regresión hacia esta norma durante la segunda mitad. España es diferente, por ejemplo, en que no tomó parte en ninguna de las dos guerras mundiales (que fueron inicialmente guerras europeas), pero en cambió padeció su guerra civil propia, que dejó una profunda impronta en su historia. También es característico que las políticas económicas españolas hayan seguido lejanamente los contornos de las de los otros países europeos, pero exagerando los vaivenes. En el terreno monetario, por ejemplo, España anduvo por su cuenta y nunca adoptó el patrón oro, que fue el patrón monetario más común en su entorno, aunque se esforzó por comportarse como si lo hubiera adoptado. En política bancaria, ejerció un control muy estricto sobre la banca privada empleando medios bastante originales y a la vez improvisados. En política comercial y arancelaria, fue el país más proteccionista de Europa, exceptuando la aún más excéntrica Rusia. Y en política energética siguió la corriente nacionalista general, pero llegando al extremo de crear el monopolio más estricto y hermético del mundo. Tan estricto y hermético era que no resultaba viable, como hemos visto, y el propio Estado tenía que hacer la vista gorda cuando se violaban sus medidas, dando lugar a la paradoja de que coexistieran el control y el caos.

			Una segunda paradoja fue que la reforma del mercado petrolífero, cuando se vio que el monopolio original no era viable, resultó tan lenta y vacilante que es difícil conjeturar a dónde hubiera ido a parar de no haber sido por la imposición de la Unión Europea en su exigencia de liquidar lo que aún quedaba de monopolio. Tan fuerte es la inercia de la burocracia española que el impulso para hacer lo que se consideraba necesario tuvo que venir de fuera.

			También es paradójico que, tras tantos errores y exageraciones, la segunda mitad del siglo contemplase un proceso de convergencia, lenta y confusa, pero efectiva, y que España se encontrase a fin de siglo con un sistema aceptable de distribución y una compañía de bandera nacional con peso internacional y considerables yacimientos en el extranjero, en especial América. El capítulo ocho de Quiroga en este volumen, sin embargo, nos hará ver que en las primeras décadas del siglo XXI las cosas no fueron tan bien como hubiera sido de desear. La explicación del éxito de la convergencia de fin de siglo puede residir en la diferencia entre los efectos estáticos y los dinámicos. Quizá fue precisamente la contradicción entre un monopolio hermético y unas refinerías que se filtraron entre las rendijas legales, lo que produjo una generación de empresarios hábiles e inversores bien informados cuya sola presencia facilitó la transición posterior. 
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